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INICIATIVA QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 33 BIS A LA LEY GENERAL EN MATERIA DE 
HUMANIDADES, CIENCIAS, TECNOLOGÍAS E INNOVACIÓN, EN MATERIA DE 
FINANCIAMIENTO AUTÓNOMO PARA LA INVESTIGACIÓN, SUSCRITA POR LA DIPUTADA 
LAURA CRISTINA MÁRQUEZ ALCALÁ Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Quien suscribe, diputada Laura Cristina Márquez Alcalá , integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXVI legislatura del honorable Congreso de 
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos: 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, y 78, del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, presento al pleno de este órgano legislativo la presente iniciativa con proyecto 
de decreto por el que se adiciona un artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de 
Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación, en materia de financiamiento 
autónomo para la investigación , conforme a lo siguiente: 

Exposición de Motivos 

La Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación 
(LGMHCTI) , publicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de mayo de 2023, sustituyó a 
la Ley de Ciencia y Tecnología de 2002.1 Su diseño se orienta a consolidar el derecho 
humano a la ciencia y aumentar la rectoría del Estado en el sector. Sin embargo, la ley 
presenta vacíos relevantes respecto al reconocimiento normativo de la autonomía 
financiera de las instituciones públicas de educación superior y los centros públicos de 
investigación. 

En la práctica, los recursos que estas instituciones generan mediante proyectos de 
investigación, desarrollo tecnológico o vinculación con el sector productivo, con frecuencia 
son clasificados por las autoridades hacendarias como “ingresos excedentes” . Al estar 
sujetos a reglas de reintegro o disposición presupuestaria, estos recursos pierden su 
potencial para fortalecer capacidades científicas locales, renovar laboratorios, contratar 
personal técnico o sostener redes de colaboración internacional. 

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) establece en su 
artículo 19 que los excedentes de ingresos deben destinarse a los mismos fines autorizados 
en el Presupuesto de Egresos, pero no reconoce una excepción aplicable a los recursos 
autogenerados por instituciones educativas o científicas. 2 

En este contexto, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) ha advertido que uno de los obstáculos estructurales del sistema mexicano de 
ciencia e innovación es la falta de flexibilidad financiera en las universidades. En su 
informe Education in Mexico (2022), recomienda explícitamente fortalecer la autonomía 
de las instituciones para diversificar y administrar sus recursos , así como permitir el uso 
directo de ingresos derivados de cooperación, contratos y actividades de vinculación 
tecnológica.3 
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La experiencia internacional es clara: modelos descentralizados de gestión financiera 
permiten que las universidades públicas administren directamente los fondos 
generados por sus proyectos , sin que estos sean considerados ingresos excedentes. En 
Estados Unidos, por ejemplo, el marco jurídico federal —a través del Bayh-Dole Act de 
1980— permite que las universidades conserven los derechos de propiedad intelectual y los 
ingresos derivados de licencias, incentivando la innovación institucional y la transferencia 
tecnológica.4 

En México, instituciones como la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) , 
el Instituto Politécnico Nacional (IPN) y el Centro de Investigación y de Estudios 
Avanzados (Cinvestav) han demostrado una capacidad comprobada para generar ingresos 
por proyectos y desarrollos tecnológicos. Aun así, enfrentan barreras administrativas para 
ejercer libremente estos recursos, lo que ha sido motivo de pronunciamiento por parte de 
organizaciones académicas como la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones 
de Educación Superior de México (Anuies) y el desaparecido Foro Consultivo Científico y 
Tecnológico, AC. 5 

Ante este escenario, resulta necesario incorporar en la LGMHCTI una disposición expresa 
que reconozca la capacidad de gestión autónoma sobre recursos autogenerados , 
asegurando que no se consideren excedentes presupuestarios ni se sujeten a disposición 
gubernamental, siempre en apego a criterios de transparencia, rendición de cuentas y uso 
eficiente. 

Problemática a Resolver 

En México, las instituciones públicas de educación superior y los centros públicos de 
investigación generan una proporción significativa del conocimiento científico y 
tecnológico nacional. No obstante, enfrentan múltiples restricciones para gestionar 
libremente los recursos que obtienen a través de convenios, proyectos de investigación 
aplicada, prestación de servicios técnicos o vinculación con el sector productivo. Esta 
situación ha generado un entorno normativo que debilita su capacidad operativa, 
obstaculiza la innovación y afecta la sostenibilidad institucional. 

1. Ausencia de Reconocimiento Normativo de Ingresos Autogenerados 

Actualmente, la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e 
Innovación (LGMHCTI) no contiene disposiciones que reconozcan de forma expresa la 
facultad de las instituciones científicas públicas para administrar de manera autónoma los 
recursos obtenidos mediante sus propias actividades. En consecuencia, estos ingresos 
suelen ser clasificados por las autoridades hacendarias como “ingresos excedentes” y 
están sujetos a las reglas de reintegro o disposición conforme a lo previsto en la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH). 

Esto crea un entorno restrictivo que impide a las instituciones reinvertir los fondos en 
actividades prioritarias como el mantenimiento de laboratorios, adquisición de 
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equipamiento, contratación de personal técnico, renovación de infraestructura científica o 
participación en redes internacionales de investigación. 

2. Desincentivo a la Innovación y la Colaboración con el Sector Privado 

La falta de certeza jurídica respecto al uso y control de recursos propios desincentiva la 
participación activa de universidades y centros públicos en esquemas de transferencia 
tecnológica o colaboración con empresas. Esto impacta negativamente en la 
competitividad del país. De acuerdo con datos del Inegi, apenas el 2.3 por ciento de las 
empresas mexicanas innovadoras colaboran con instituciones de educación superior , 
lo cual evidencia una desconexión estructural entre el conocimiento y su 
aprovechamiento económico.6 

Además, las restricciones presupuestarias han sido señaladas como un factor que limita la 
generación de patentes, el escalamiento de prototipos y la creación de startups basadas 
en ciencia, particularmente en universidades fuera de los grandes centros urbanos. 

3. Debilitamiento de la Autonomía Institucional 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 3º, 
fracción VII, el principio de autonomía universitaria. Este principio implica no solo libertad 
académica, sino también la capacidad de autogobierno administrativo y 
presupuestario , especialmente en lo que respecta a recursos generados por la propia 
institución. 

No obstante, en la práctica, esta autonomía se ve restringida por disposiciones fiscales o 
presupuestarias que subordinan la disposición de ingresos propios a la autorización de 
autoridades externas. Esto vulnera la sostenibilidad operativa de instituciones públicas de 
investigación e impide la planeación multianual de inversiones estratégicas. 

4. Inconsistencias con Buenas Prácticas Internacionales 

Diversos países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) cuentan con marcos normativos que garantizan a las universidades 
públicas la administración directa de los fondos que generan. Tal es el caso de Estados 
Unidos (Bayh-Dole Act), Canadá, Alemania y Corea del Sur. Estas legislaciones reconocen 
que la autonomía financiera estimula la innovación institucional, mejora los 
incentivos a investigadores y fortalece el ecosistema de transferencia tecnológica .7 

En contraste, México carece de un marco legal que permita a las universidades reinvertir 
directamente los ingresos provenientes de servicios científicos, consultorías o convenios, lo 
cual limita su desarrollo competitivo. 

Argumentos que la Sustentan 
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La adición de un artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, 
Tecnologías e Innovación (LGMHCTI) responde a la necesidad urgente de dotar de 
certidumbre jurídica y operativa a las instituciones públicas de educación superior y centros 
de investigación para que puedan gestionar de forma autónoma los recursos que 
generan a través de sus actividades sustantivas. A continuación, se exponen los principales 
argumentos que justifican esta reforma: 

1. Fortalecimiento de la Autonomía Universitaria 

El artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
reconoce el principio de autonomía universitaria, que implica no solo la libertad académica, 
sino también la capacidad de gestión administrativa y financiera . Esta autonomía debe 
incluir el derecho de las instituciones a administrar los recursos que obtienen como 
resultado de sus funciones de investigación, vinculación y prestación de servicios 
tecnológicos.8 

Negar esta posibilidad mediante restricciones presupuestarias viola el espíritu del mandato 
constitucional, debilitando las capacidades institucionales y limitando su planeación 
estratégica. 

2. Instrumento para Estimular la Investigación Aplicada y la Innovación Institucional 

La posibilidad de gestionar recursos propios de forma directa genera incentivos para que 
las universidades y centros de investigación fortalezcan sus vínculos con el sector social y 
productivo. Las instituciones que pueden reinvertir ingresos derivados de servicios 
científicos, licencias tecnológicas o consultorías están en mejores condiciones para: 

-Contratar talento altamente especializado. 

-Renovar sus laboratorios e infraestructura. 

-Participar en convocatorias internacionales con aportaciones propias. 

Según la OECD , los sistemas más exitosos de transferencia tecnológica a nivel mundial han 
sido impulsados por modelos descentralizados donde las instituciones son responsables de 
la administración de sus propios ingresos. 

3. Impulso a la Sostenibilidad Financiera Institucional 

Los fondos autogenerados constituyen una fuente complementaria clave para las 
universidades públicas, sobre todo ante la rigidez del gasto público y las restricciones 
presupuestales anuales. Permitir su uso autónomo fortalece la resiliencia financiera , 
especialmente en instituciones ubicadas en regiones con menor inversión estatal o federal. 

Datos de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior 
(Anuies) muestran que más del 32 por ciento del gasto operativo de algunas 
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universidades tecnológicas proviene de recursos autogenerados, los cuales han sido clave 
para mantener proyectos de desarrollo regional, atención a comunidades rurales y 
educación continua.9 

4. Armonización con Estándares Internacionales y Tratados 

El artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales , 
suscrito por México, establece el derecho de toda persona a gozar de los beneficios del 
progreso científico. Este principio exige no solo acceso al conocimiento, sino también la 
existencia de un entorno jurídico que permita su aprovechamiento social y económico por 
parte de las instituciones que lo generan.10 

Adicionalmente, organismos multilaterales como la Unesco y la OCDE han promovido 
marcos que permiten la reinversión institucional de ingresos obtenidos mediante 
actividades de ciencia y tecnología, como condición para alcanzar un sistema nacional de 
innovación más robusto y equitativo.11 

5. Transparencia y Rendición de Cuentas sin afectar la Autonomía 

Reconocer la gestión autónoma de recursos autogenerados no implica eliminar los 
controles fiscales. La propuesta de reforma prevé que estos recursos queden sujetos a las 
leyes en materia de fiscalización, transparencia y rendición de cuentas. Lo que se busca 
es eliminar la incertidumbre normativa sobre su naturaleza y evitar que sean absorbidos 
por la Hacienda pública bajo el concepto de ingresos excedentes. 

Este equilibrio entre autonomía y control legal ha sido implementado exitosamente en 
países como Alemania, Francia y Chile, donde las universidades cuentan con mecanismos 
internos de control presupuestario supervisados por auditorías externas , sin que ello 
signifique subordinación financiera al Ejecutivo. 

Justificación 

La adición de un artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, 
Tecnologías e Innovación (LGMHCTI) tiene como objetivo resolver una omisión 
estructural del actual marco jurídico en materia de financiamiento de la ciencia y la 
educación superior pública: la ausencia de un reconocimiento claro del derecho de las 
instituciones públicas a gestionar y ejercer de forma autónoma los recursos que 
generan a través de sus propias actividades de investigación, desarrollo tecnológico, 
innovación o vinculación con el sector social y productivo. 

Actualmente, la normatividad presupuestaria y administrativa en México no distingue entre 
los recursos que las instituciones científicas generan por sí mismas —a través de convenios, 
prestación de servicios o transferencias tecnológicas— y aquellos que provienen del 
subsidio federal. Esto ha derivado en que los recursos autogenerados sean tratados como 
ingresos excedentes , sujetos a reintegros o a la autorización de autoridades hacendarias 
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para su uso, lo que restringe su aprovechamiento institucional y desincentiva la 
productividad académica. 

Esta situación no solo contradice el espíritu de autonomía universitaria reconocido en el 
artículo 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que también 
afecta negativamente la capacidad de las instituciones para participar en procesos de 
innovación, atender necesidades regionales, fortalecer su infraestructura científica y 
establecer redes de cooperación con el sector productivo. Las restricciones presupuestarias 
impiden, por ejemplo, reinvertir los ingresos obtenidos mediante la prestación de 
servicios científicos o tecnológicos en proyectos estratégicos, contratación de personal 
técnico o adquisición de equipamiento especializado. 

El contexto actual de financiamiento público en educación superior es complejo. De 
acuerdo con la Anuies, muchas instituciones dependen en gran medida del presupuesto 
federal y enfrentan limitaciones estructurales para diversificar sus fuentes de ingreso. Si 
bien algunas universidades públicas han logrado generar ingresos propios mediante 
convenios de colaboración o prestación de servicios técnicos, el marco legal vigente no 
otorga certeza jurídica ni operativa sobre su uso y destino. 12 Esto representa una 
desventaja competitiva frente a los modelos implementados en países de la OCDE, donde 
las universidades tienen mayor flexibilidad para administrar los recursos que derivan de su 
propia actividad investigadora. 

En este sentido, la reforma propuesta no solo atiende un vacío legal, sino que fortalece el 
principio constitucional de progresividad del derecho a la ciencia , consagrado en el 
artículo 3o., fracción V, al permitir que los beneficios del conocimiento generado por las 
instituciones públicas se reinviertan en su mejora continua y en el bienestar colectivo. 

Además, la reforma armoniza con compromisos internacionales asumidos por el Estado 
mexicano, como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales , 
que en su artículo 15 reconoce el derecho de toda persona a participar en el progreso 
científico y en los beneficios que de él resulten.13 Esto implica la existencia de marcos 
normativos que faciliten el acceso equitativo al conocimiento, así como la posibilidad de que 
las instituciones públicas sean agentes activos en su aprovechamiento económico, social y 
tecnológico. 

Finalmente, es importante señalar que la propuesta no exime del cumplimiento de la 
legislación en materia de transparencia, fiscalización y rendición de cuentas , ni excluye 
a las autoridades competentes del seguimiento del gasto público. Por el contrario, establece 
un marco de certeza que permitirá a las instituciones generar y administrar sus recursos 
bajo reglas claras, eficientes y auditables, promoviendo una gestión responsable y orientada 
al beneficio público. 

Beneficios Esperados 

La adición del artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, 
Tecnologías e Innovación (LGMHCTI) permitirá dotar de certidumbre jurídica a las 
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instituciones públicas de educación superior y centros públicos de investigación para 
administrar de forma autónoma los recursos económicos que generan. Esta reforma 
contribuirá a fortalecer el sistema nacional de ciencia y tecnología, así como a ampliar el 
impacto social de la innovación. A continuación, se detallan los principales beneficios 
esperados: 

1. Fortalecimiento de la Autonomía Financiera Institucional 

Reconocer la facultad de las instituciones para gestionar los ingresos derivados de sus 
actividades sustantivas permitirá consolidar su autonomía operativa, técnica y 
presupuestaria. Esto se traducirá en una mayor capacidad para responder a desafíos 
científicos y tecnológicos, atender necesidades regionales y planificar inversiones de 
mediano y largo plazo. 

Según un documento publicado por la Anuies, uno de los principales factores de 
vulnerabilidad en el sistema de educación superior mexicano es la alta dependencia del 
subsidio público y la falta de esquemas normativos que permitan consolidar ingresos 
propios como fuente regular de financiamiento.14 

2. Fomento a la Innovación Aplicada y al Desarrollo Regional 

La reforma propuesta creará condiciones favorables para que las universidades y centros 
públicos establezcan alianzas con el sector productivo, participen en convocatorias 
internacionales, licencien tecnologías y emprendan proyectos de innovación social. Esto 
beneficiará particularmente a regiones que carecen de inversión privada significativa, pero 
que cuentan con instituciones académicas capaces de generar conocimiento con valor 
social y económico. 

Experiencias internacionales han demostrado que los entornos institucionales con 
autonomía financiera son más propensos a participar en procesos de transferencia 
tecnológica y creación de empresas derivadas. En países como Alemania y Corea del Sur, las 
universidades públicas gestionan directamente sus recursos derivados de investigación, lo 
cual ha sido clave para la formación de clústeres científicos y polos de innovación regional. 

3. Impulso a la Eficiencia en el Uso de recursos Públicos 

Cuando las instituciones pueden administrar sus propios ingresos, se favorece una lógica de 
eficiencia, planeación estratégica y rendición de cuentas orientada a resultados. Además, se 
reduce la carga administrativa del gobierno federal al permitir que sean las propias 
universidades y centros quienes asuman la responsabilidad operativa y legal sobre estos 
recursos. 

Este modelo ha sido exitoso en varios países miembros de la OCDE, donde las universidades 
públicas generan ingresos complementarios y los reinvierten en formación académica, 
fortalecimiento institucional y extensión universitaria, sin requerir autorización previa del 
gobierno central. 
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4. Certeza Jurídica para Investigadores y Contratantes 

Establecer en la ley que los ingresos generados por actividades de investigación y 
vinculación no serán considerados ingresos excedentes elimina la incertidumbre jurídica 
para las instituciones, investigadores y las entidades con las que colaboran. Esto facilitará la 
firma de convenios, el establecimiento de licencias tecnológicas y la constitución de 
empresas de base científica. 

Además, al permitir que estos recursos se apliquen directamente al fortalecimiento 
institucional, se generan mejores condiciones para la atracción y retención de talento, 
particularmente en universidades públicas fuera de las grandes capitales. 

5. Cumplimiento con Principios Constitucionales e Internacionales 

La reforma también asegura el cumplimiento de principios reconocidos en el artículo 3º 
constitucional, como el derecho a la ciencia y la autonomía universitaria, y armoniza con el 
artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales , que 
reconoce el derecho de las personas a participar en el progreso científico y beneficiarse de 
sus resultados. 

La incorporación de un nuevo artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de Humanidades, 
Ciencias, Tecnologías e Innovación (LGMHCTI) constituye una reforma necesaria, oportuna y 
jurídicamente viable para fortalecer la autonomía financiera de las instituciones públicas 
de educación superior y centros públicos de investigación . 

El marco normativo vigente ha demostrado ser insuficiente para garantizar el uso libre, 
transparente y eficiente de los recursos generados por las propias instituciones a través de 
actividades de investigación, desarrollo tecnológico y vinculación con diversos sectores. La 
omisión de un reconocimiento claro sobre el carácter no excedente de estos ingresos limita 
su aplicación en fines estratégicos, genera incertidumbre jurídica e inhibe la capacidad de 
respuesta institucional frente a desafíos científicos, sociales y económicos. 

La reforma propuesta no implica un gasto adicional para el erario , ni modifica el régimen 
presupuestario de subsidios públicos; simplemente reconoce el derecho de las 
instituciones a administrar con autonomía los recursos que ellas mismas generan , 
siempre en apego a las leyes de fiscalización, rendición de cuentas y transparencia. 

Este reconocimiento permitirá: 

Promover la innovación institucional y la transferencia de tecnología; 

-Aumentar la colaboración entre academia, industria y sociedad; 

Estimular el registro de patentes y el desarrollo de soluciones aplicadas; 

Garantizar mayor estabilidad presupuestaria y planificación a mediano plazo; 
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-Honrar los principios constitucionales de autonomía universitaria, progresividad del 
derecho a la ciencia y participación social en los beneficios del conocimiento. 

La propuesta está en armonía con las mejores prácticas internacionales, los compromisos 
multilaterales suscritos por México y las recomendaciones de organismos como la Anuies, la 
OCDE y la Unesco, que han señalado la importancia de construir entornos normativos 
flexibles, descentralizados y eficaces para el financiamiento de la educación superior y 
la ciencia pública . 

En consecuencia, la presente iniciativa no solo responde a una necesidad técnica, sino 
también a un compromiso político con la construcción de un país donde la generación de 
conocimiento cuente con las condiciones institucionales para crecer, transferirse y 
traducirse en prosperidad social . 

Para mayor referencia, se compara el texto vigente, con el texto que se propone adicionar y 
modificar: 

 

En mérito de lo anterior, se somete a consideración de ese honorable pleno de la Cámara de 
Diputados el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona un artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de 
Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación, en materia de financiamiento 
autónomo para la investigación 

Artículo Único. Se adiciona un artículo 33 Bis a la Ley General en Materia de Humanidades, 
Ciencias, Tecnologías e Innovación, para quedar como sigue: 

Artículo 33 Bis. Las universidades, instituciones públicas de educación superior y los 
centros públicos de investigación podrán gestionar y administrar de manera autónoma 
los recursos económicos que obtengan por concepto de actividades de investigación, 
desarrollo tecnológico, innovación o vinculación con los sectores social, productivo, 
académico o internacional. 

Transitorios 
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Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. Las universidades, instituciones públicas de educación superior y los centros 
públicos de investigación que generen recursos en los términos previstos en este Decreto, 
deberán adecuar sus normativas internas, manuales de operación y mecanismos de control 
presupuestal, en un plazo no mayor a noventa días naturales contados a partir de la entrada 
en vigor del presente Decreto, a fin de garantizar el ejercicio transparente y eficiente de 
dichos recursos conforme a la legislación aplicable. 

Tercero. El Congreso de la Unión tendrá noventa días naturales, contados a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las reformas legales necesarias a efecto 
de armonizar la legislación aplicable con lo establecido en este. 

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el Consejo 
Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías, emitirá en un plazo de hasta noventa 
días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, los 
lineamientos generales para la correcta interpretación y aplicación de lo establecido en este. 

Quinto. Los recursos generados con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto 
que no hayan sido ejercidos podrán regularizarse conforme al nuevo régimen, previa 
adecuación normativa de la institución correspondiente y sin perjuicio de las disposiciones 
aplicables en materia de transparencia y control presupuestario. 

Notas 

1 [1]Diario Oficial de la Federación (2023). Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, 
Tecnologías e Innovación. DOF 08-05-2023. 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5688048&fecha=08/05/2023#gsc.tab=0 

2 [1] Secretaría de Hacienda y Crédito Público (2022). Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, artículo 18. Disponible en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPRH.pdf 

3 [1] OECD (2022). Education in Mexico: Highlights and policy recommendations. Disponible 
en: 
https://gpseducation.oecd.org/CountryProfile?primaryCountry=MEX&treshold=10&topic=EO 

4 [1] United States Government (1980). Bayh-Dole Act (35 U.S.C. §200-212). Texto completo 
disponible en: https://www.law.cornell.edu/uscode/text/35/200 

5 [1] ANUIES (2021). Pronunciamiento sobre la LGMHCTI y el financiamiento institucional. 
Disponible en: https://www.anuies.mx/noticias/inician-anuies-sep-y-conacyt-foros-
regionales-de-consulta-sobre-la 



 

 
 

Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de Gobernación. http://sil.gobernacion.gob.mx/portal  
Fuente: http://www.diputados.gob.mx/  

6 [1] INEGI (2014). Encuesta sobre Investigación y Desarrollo Tecnológico en las Empresas 
(ESIDET). Disponible en: https://www.inegi.org.mx/programas/esidet/2014/ 

7 [1] OECD (2021). University Technology Transfer and Commercialisation. Disponible en: 
https://www.oecd.org/en/publications/oecd-science-technology-and-innova tion-outlook-
2023_0b55736e-en.html 

8 [1] Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3º, fracción VII. 
Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

9 [1] ANUIES (2018). Visión y acción 2030 Propuesta de la ANUIES para renovar la educación 
superior en México Disponible en: 
https://www.anuies.mx/media/docs/avisos/pdf/VISION_Y_ACCION_2030.pdf 

10 [1] Naciones Unidas (1966). Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Disponible en: https://www.ohchr.org/es/instruments-
mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights 

11 [1] UNESCO (2021). Recomendación sobre la ciencia y los investigadores científicos. 
Disponible en: https://www.unesco.org/es/recommendation- 

cience#:~:text=La%20ciencia%2 
0puede%20contribuir%20a,angular%20de%20los%20ecosistemas%20cient%C3%ADf icos. 

12 [1] ANUIES (2016). Diseño y concertación de políticas públicas para impulsar el cambio 
institucional Disponible en: 
https://www.anuies.mx/media/docs/avisos/pdf/VISION_Y_ACCION_2030.pdf 

13 [1] Naciones Unidas (1966). Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Disponible en: https://www.ohchr.org/es/instruments-
mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights 

14 [1] ANUIES (2020). Contribución de las instituciones de educación superior en México al 
logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
https://www.anuies.mx/media/docs/avisos/pdf/Contribuci%C3%B3n_de_las_IES_a_los_ODS.p
df 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de septiembre de 2025. 

Diputada Laura Cristina Márquez Alcalá (rúbrica) 

 


